Comisión de Versión Taquigráfica que forma 
Hacienda parte del Acta N* 60 


SISTEMA TRIBUTARIO 
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(Sin corregir) 


SEÑOR PRESIDENTE (Gandini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir a la delegación de la Asociación Rural del Uruguay, 
integrada por los señores Federico Haroldo García, Secretario; Fernando Mattos Costa, Presidente; y Héctor 
Alvarez López, Tesorero, para referirse a la reforma tributaria a consideración de esta Comisión. 


Tenemos en la Mesa un material escrito, que será distribuido, y un CD que contiene la exposición a la que se 
va a referir la delegación; todos los legisladores tendrán entre sus materiales de estudio estos elementos. 


SEÑOR MATTOS.- Agradecemos por la disponibilidad de tiempo de la Comisión de Hacienda de la 
Cámara de Representantes. Para nosotros esta reunión es muy importante, por lo que preparamos un 
material escrito y un CD con la presentación que va a realizar el contador Álvarez, que además de 
Tesorero es nuestro principal asesor en materia económica. 


La presentación sobre la reforma tributaria trata sobre su impacto como propuesta del Poder Ejecutivo, que 
como bien se ha dicho, es uno de los grandes proyectos de la Administración en este Período de Gobierno. 
Nos vamos a centrar específicamente en el impacto de esta reforma en el sector agropecuario. Si bien es 
específico de nuestro sector, lógicamente tenemos en cuenta que lo que corresponde a la Asociación Rural del 
Uruguay es la defensa de los intereses del sector agropecuario. Al mismo tiempo, tenemos claro -como 
siempre hemos dicho en nuestras ponencias- que la reforma impacta en toda la economía y tiene que ver con 
la marcha de una sociedad. 


Entendemos que la reforma, que normalmente apunta a recaudar mejor -no necesariamente más, sino mejor-, 
también tiene que ser un instrumento importante de política para impulsar lo que siempre hemos desarrollado 
y apoyado, que es un país productivo. 


Por lo tanto, la reforma es un instrumento de política muy importante para, a través de él, impulsar lo que son 
las inversiones productivas y el sostenimiento del desarrollo económico del país. Este solamente va a superar 
sus vicisitudes, sus problemas sociales, económicos, de desempleo, de la actividad económica y va a lograr 
esa especie de desarrollo fundamental para el crecimiento, a través de la captación de inversiones mediante 
una política tributaria que estimule la inversión y el desarrollo económico. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Como señaló el ingeniero Mattos, lo que hacemos es una apreciación de la 
reforma tributaria desde el punto de vista agropecuario, y nos pareció que era importante 
contextualizar el momento en el cual se está introduciendo esta reforma, a los efectos de tener claro lo 
que puede producir en el sector. 


En especial aquellos que tenemos unos cuantos años sabemos que durante muchas décadas el sector 
agropecuario fue señalado como un sector que estaba prácticamente estancado, que no crecía, y eso se 
manifestó durante mucho tiempo en que el producto bruto agropecuario fue el que se movió con más lentitud 
en la economía. 


Si analizamos los últimos quince años y vemos cómo fue la evolución del PBI agropecuario, veremos que 
hubo un cambio en este tema. El PBI agropecuario muestra un crecimiento importante, mayor al del PBI 
general del país. Esto se nota aún más si analizamos desde el punto de vista productivo qué fue lo que 
sucedió. Por ejemplo, si vemos la evolución del sector ganadero de carne vacuna, nos encontramos con que 
entre 1970 y 1990, como muestra este gráfico, prácticamente está estable. En los últimos quince años el 
sector crece prácticamente un 80% en producción. Esta es una cifra muy importante, tomando en 
consideración que todo el crecimiento se produce básicamente con efecto en las exportaciones del Uruguay. 


Si analizamos lo que sucedió en el sector lechero -área muy importante de la economía-, nos encontramos 
con que sucedió algo similar. En los últimos quince años el sector creció un 90% en términos reales. Estamos 
hablando de cifras realmente muy importantes. 


Si lo analizamos desde el sector agrícola, el aumento en los últimos quince años fue de un 140%. Esta 
evolución se dio sobre todo por el rendimiento por unidad de factor productivo utilizada. Inclusive, aquí no 
están contemplados los años 2005 y 2006, que es evidente son años que aún denotan un crecimiento mayor 
en este sector. Por lo tanto, en los tres sectores principales de la actividad agropecuaria, en los últimos quince 
años se nota un crecimiento muy importante. 


Deberíamos tomar en cuenta los datos de los censos y ver qué es lo que aconteció entre 1990 y 2000. 
Tomemos en cuenta la visión que había en función de la situación del año 1990; pues bien, en 2000 ya se 
nota una intensificación de la producción agropecuaria. Hay que tomar en cuenta que las áreas que están en 
verde son las que cuentan con inversiones importantes en lo que es mejoramiento de campos. 
Indudablemente, la situación en los años 1990 y 2000 es muy disímil. Lo mismo sucede en sectores como el 
lechero y como el granjero, inclusive. Hay una modificación muy importante en la situación del país. 


Considerando al sector en su conjunto y haciendo una apreciación general en este momento, advertimos que 
el nuestro es un sector en crecimiento constante en los últimos años y que mantiene una tendencia 
importante. Es un sector en el que hay operadores que están invirtiendo. No es un sector en el que la 
inversión esté parada, sino que se está invirtiendo pesadamente. Es un sector que está abriendo nuevos 
mercados. El año pasado, por ejemplo, tuvimos la situación de que hubo una concentración en las ventas de 
carne a Estados Unidos. Hoy la venta a Estados Unidos es del orden de entre el 35% y el 40% de las 
exportaciones. Cambió radicalmente porque se siguen abriendo mercados y, según las informaciones que 
tenemos, durante este año se abrirán nuevos mercados que colaborarán en este sentido 


Este es un sector que está incorporando tecnología y promoviendo la investigación. Aquí se está trabajando 
de una manera muy interesante. El INIA está colaborando fuertemente en este sentido y los sectores privados 
también lo están haciendo en forma muy importante. 


Este es un sector con potencial. En algunos momentos en el pasado algunos operadores consideraron que el 
sector no tenía potencial hacia el futuro, pero la realidad ha demostrado que no es así. En este momento, me 
parece que en el Uruguay nadie duda de que este es un sector que puede seguir creciendo y tiene grandes 
posibilidades en el futuro. 


Este es un sector que ha disminuido sensiblemente su endeudamiento interno. Tomemos en cuenta que en 
2002 el endeudamiento del sector estaba en alrededor de US$ 1.200:000.000 y hoy está en US$ 600:000.000. 
Quiere decir que es un sector que ha respondido cumpliendo con sus obligaciones. Aunque aún quedan 
algunas áreas de actividad que requieren alguna atención especial, evidentemente los números hoy son 
distintos a los de unos años atrás. 


Es un sector que está incorporando mano de obra, tanto calificada como no calificada. Tengamos en cuenta 
que este incremento de producción y la forma en que se dio, se logró con la incorporación de tecnología, 
aspecto en el que los técnicos tuvieron una importancia sustancial. Es un sector que cada vez absorbe más 
mano de obra calificada. Indudablemente, la utilización de la no calificada también está creciendo en el 
sector. 


Hay algunos aspectos que consideramos deben ser tomados en cuenta especialmente, como el dinamismo que 
tuvo el sector para enfrentar la crisis de 2002 y la introducción de mucho capital ajeno al sector tradicional, 
de formas distintas a las tradicionales. En general, la introducción de capital en el sector se producía a través 
de inversión directa o de la participación del sector bancario. Es evidente que ante la crisis de 2002 hubo una 
participación de sectores totalmente ajenos al sector, de maneras no tradicionales, no a través del crédito, 
arriesgando capital y muchas veces con formas que sobre todo se basaron en la confianza de operadores del 
propio sector. 


Por otro lado, hubo una integración creciente del complejo agroindustrial, o sea, en varias de las actividades 
principales del sector, lo que hasta este momento había sido muy caótico, es decir, la relación entre el sector 
primario y el industrial se afianzó en los últimos años. Actualmente se están desarrollando nuevas 
producciones y agroindustrias. Como decíamos, hay un interesante dinamismo a nivel de investigación. Y 
hay un elemento que durante muchos años quiso ser desconocido: el incremento del valor de los campos y su 
efecto sobre la intensificación de la producción sobre ellos. Tradicionalmente, en el Uruguay el valor del 
campo era muy bajo. Ante la disyuntiva de invertir en ese campo o de extenderse sobre la superficie, se 
optaba por lo último. El incremento que ha habido en el valor de los campos ha justificado la inversión 
interna en ellos. Creo que este es un efecto al que debemos dar su verdadero valor. Durante todo ese período 
en el que se mantuvo estancada la producción, el valor del campo no subió en el Uruguay y era el más bajo 
con relación a los vecinos y muchas veces en proporciones asombrosas, vista la calidad de nuestros campos. 
En este sentido, hay una tendencia que está modificando esa situación y, evidentemente, está fomentando la 
inversión productiva sobre ese factor. 


El riesgo que evidentemente tiene el sector es la existencia de mercados distorsionados. Todos conocemos 
cómo pesan las tesorerías del Primer Mundo, distorsionando en muchos casos los mercados de diversos 
productos. Existen competidores muy agresivos y cada vez vamos a tener competidores más agresivos. 
Entonces, el sector tiene que ser muy dinámico en su desarrollo para mantenerse adecuadamente en el 
mercado mundial. 


Es indudable que se han producido cambios en nuestro clima. En el Uruguay, hoy más frecuentemente hay 
problemas de sequía o son más rigurosas. Muchas veces pensamos en los períodos de grandes carencias, pero 
tomemos en cuenta el efecto del sol hoy, en verano, sobre los animales. Hay que ver que a primera hora de la 
mañana ya los animales se están resguardando bajo los montes, por lo fuertes que son los rayos solares en 
nuestro país. 


Hay desafíos en materia sanitaria. Evidentemente, la ventaja comparativa en algunas producciones con 
respecto a los vecinos deriva de una actividad muy fuerte en materia sanitaria y tenemos que ser muy celosos 
en esta área. Evidentemente, cada día hay mercados más exigentes que enfrentar. De forma permanente, estos 
nos exigen cosas nuevas. Por ejemplo, está el tema de la trazabilidad que imperiosamente nos la están 
exigiendo los mercados compradores. 


La necesidad de innovación e investigación es creciente. Es evidente que los países que no trabajan en ese 
sentido pierden rápidamente la capacidad competitiva en sectores como el agropecuario. Se está dando una 
falta de mano de obra calificada y estimamos que en el futuro esto se va a extender. Durante los muchos años 
que el sector estuvo bastante estancado, se perdió mucha mano de obra y recomponerla es bastante 
complicado. No es tal como se sostiene muchas veces, que cualquiera puede desempeñar las labores del 
campo; no es así, todos los sabemos. Y ese es un aspecto que cada día va a pesar más en el sector. 


Por otro lado, indudablemente el cuidado del medio ambiente es cada vez más importante. Tenemos que 
lograr producciones que sean sustentables en el largo plazo. 


Por último, sin duda hay un riesgo que deriva de la falta de infraestructura básica desarrollada en nuestro 
país. Tengamos en cuenta que día a día el movimiento de mayores producciones exige contar con mejor 
infraestructura para movilizarla e inclusive la estructura básica muchas veces está limitada en lo que hace a 
comunicaciones y a electrificación. 


Pensando en el largo plazo, se requiere eficiencia, conocimiento y habilidad productiva y comercial, cada vez 
en mayor proporción. 


La integración agroindustrial es imprescindible, es la forma de favorecer la incorporación de valor agregado 
nacional. El entorno macroeconómico debe ser claro y definido y tengamos en cuenta que una parte de ese 
entorno es producido por el sistema tributario, pero las políticas monetarias, comerciales y sectoriales están 
condicionando el funcionamiento del sector en el largo plazo. 


Por otro lado, la vigencia del Estado de derecho es muy importante y a los efectos de la inversión juega un rol 
fundamental. La inversión es fundamental. Sin duda, el crecimiento que se produjo en la producción se logró 

porque hubo una mayor inversión en el sector. Por lo tanto, no debemos olvidar que errores de enfoque o una 

inadecuada comunicación con los operadores fácilmente pueden frenar el impulso que hay actualmente. 


En materia de reforma tributaria, durante años el sector estuvo sometido a distintos sistemas. Si analizamos 
los antecedentes, advertiremos que antes de 1960 se manejó, fundamentalmente, una política sin un sistema 
tributario estructurado. Lo que más pesó sobre el sector fueron los tipos de cambio múltiples y las 
detracciones, que se aplicaban a voluntad de los distintos gobiernos. Además, el principal impuesto que 
existía era sobre el capital: la contribución inmobiliaria rural. 


En 1960 se estableció el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas y apareció, por primera vez, un impuesto 
a la renta de la categoría agropecuaria. Este era un impuesto sobre bases fictas, que se calculaba sobre los 
valores de catastro de los campos asiento de la explotación; era proporcional al valor medio de los campos en 
el Uruguay. 


En 1964 apareció el Impuesto al Patrimonio, que afectó sustancialmente al sector agropecuario. Ese impuesto 
se creó con vigencia de un año pero, se mantuvo durante más de treinta años. 


En 1968 se aprobó el Impuesto a la Producción Mínima Exigible -IMPROME-, que se calculaba 
directamente sobre el ingreso bruto. Las tasas -que eran del orden del 25% sobre el ingreso bruto- tuvieron un 
efecto en el sector que no fue el buscado por los creadores del impuesto; es decir que realmente no produjo 
los efectos que los legisladores y el Poder Ejecutivo de la época pensaron que iba a tener. 


En 1974 se realizó una reforma tributaria integral que, si la analizamos, tuvo un objetivo bastante similar al 
que en cierta medida se está planteando en esta oportunidad. También se produjo la introducción del 
Impuesto al Valor Agregado. De todas maneras, esa reforma tributaria fue un intento para crear un sistema 
tributario. Desde 1960 hasta 1974 la tributación en el Uruguay se había distorsionado totalmente, y con esta 
medida se logró, por lo menos, crear un sistema tributario. 


En 1979 se creó el IMAGRO, que fue una versión del IMPROME, pero en la que se reconocían los costos 
fictos de explotación. Es decir que también fue un impuesto ficto sobre la tierra. 


En 1985, el Gobierno democrático estableció una modificación en el sistema tributario del sector 
agropecuario, al aprobar el Impuesto a las Rentas Agropecuarias -IRA- y, posteriormente -en ese momento, 
siguió rigiendo el IMAGRO:-, el IMEBA. El IRA fue el primer impuesto sobre bases reales que se estableció 
para gravar al sector agropecuario. El IMEBA también gravaba algo real: la venta. 


Durante todo este proceso, la vigencia de los distintos impuestos tuvo su incidencia; fue un aspecto más en el 
marco en el cual se movía el sector agropecuario. 


Analicemos la reforma del sistema que hoy se plantea. El Poder Ejecutivo ha difundido ampliamente los 
objetivos de su propuesta. El objetivo que señala con más frecuencia es el de mayor equidad. 
Indudablemente, todos estamos de acuerdo con que lograr mayor equidad en los tributos es un objetivo. Lo 
que se ha planteado es la equidad, fundamentalmente, desde el punto de vista horizontal, o sea que quien 
tiene igual capacidad contributiva pague igual. Pero ha quedado un poco de lado lo que tiene que ver con la 
equidad vertical, es decir que los diferentes paguen distinto; me refiero no solo a los diferentes en cuanto a la 
capacidad contributiva, sino a la actividad y a la forma en la que se producen las rentas. Entonces, creo que 
en este aspecto hay que tener un poco de cuidado. 


Otro aspecto que menciona el Gobierno es la mayor eficiencia. Evidentemente, todos estamos de acuerdo con 
que es un objetivo ponderable. 


El último elemento que se menciona -que nos parece muy importante- es el estímulo a la inversión 
productiva y al empleo. Coincidimos con este objetivo. 


En principio, nos parece que es difícil no estar de acuerdo con los tres objetivos planteados, con la 
observación que hicimos respecto a la equidad. 


También nos parecen de recibo los pilares de la reforma, que son la simplificación y la eliminación de 
impuestos. Indudablemente, a esta altura también se había distorsionado el sistema tributario nacional. Nos 
parece que es importante simplificar y eliminar impuestos, porque se logrará que el sistema sea más racional. 
Por lo tanto, la racionalización de la base tributaria es compartible. 


No corresponde que nuestro sector abra opinión con respecto a la introducción del Impuesto a la Renta a las 
Personas Físicas. Como dijimos al comienzo, nos vamos a referir a todo lo que tiene que ver con la actividad 
agropecuaria. 


Por otra parte, compartimos que debe existir el enfoque dinámico de responsabilidad fiscal que señala el 
Gobierno. Es más: tal como señala el Gobierno, cuando se establecen algunas disposiciones, hay que estar 
atento a los efectos que tienen sobre el resto de la sociedad -nos parece que eso es muy importante- y hacer 
las adecuaciones necesarias cuando se producen elementos nuevos que distorsionan el funcionamiento de ese 
sistema tributario. 


En lo que plantea la reforma, hay elementos que la Asociación Rural del Uruguay comparte como, por 
ejemplo, los impuestos a la renta como base de la tributación. Es sabido que antes de las últimas elecciones, 
los presidenciables de los distintos partidos y la Asociación Rural del Uruguay firmaron un acuerdo sobre 
determinados puntos que se consideraban básicos. Uno de esos puntos era que la base de la tributación del 
sector agropecuario debían ser los impuestos a la renta bruta o neta. 


Por otra parte, nos parece inteligente el mantenimiento en suspenso del IVA, que apareció en el año 1985 y 
que, a nuestro entender, funcionó adecuadamente. Nos parece que esta medida es conveniente para el sector, 
a fin de evitar complicaciones y también para la Administración, porque de esa manera puede tener un mejor 
control del funcionamiento del impuesto. 


Lo mismo pensamos del mantenimiento de la exoneración de insumos y servicios con destinos 
agropecuarios. 


Asimismo, consideramos adecuado el mantenimiento de la forma de evaluación de los semovientes. Hemos 
oído algunos comentarios que señalaban por qué no utilizar en el sector agropecuario el mismo criterio que se 
utiliza en las actividades de industria y comercio. Creo que la forma de evaluar los semovientes es algo 
simple, entendible y correcta dentro del Impuesto a la Renta. 


Por otro lado, nos parece adecuado el aumento del plazo de deducción de las pérdidas fiscales. Lo que opina 
la Asociación Rural del Uruguay es que ese plazo debería ser eterno; cuando hay pérdidas siempre se debería 
poder bajarlas, aunque no en cinco años, como establece la reforma, sino en diez o quince años. Mientras 
existan pérdidas parece razonable que no se tribute un impuesto a la ganancia. 


Creemos que es atendible lo que se plantea en la reforma en materia de promoción de inversiones. Como 
señalábamos antes, el sector crece si hay mayor inversión; de lo contrario, no crece. Entonces, para todo 
Gobierno es importante que se mantenga el crecimiento. Para eso, se necesita promover la inversión. 


También consideramos importante la vigencia del artículo 16 de la Ley_N* 17.345, que se plantea para la 
mayoría de los contribuyentes. Aunque pensamos que debería ser para todos, nos parece importante mantener 
este elemento. 


Además de los aspectos positivos que señalamos, encontramos una serie de elementos que, en la medida que 
se modifiquen, van a distorsionar el actual funcionamiento del sector. 


SEÑOR CARDOZO (don José Carlos).- ¿Qué es lo que establece el artículo 16 de la Ley N* 17.345? 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Establece la exoneración del Impuesto al Patrimonio para los activos 
agropecuarios. 


Como decía, en la medida en que no se corrijan algunos elementos, se van a producir efectos que no son los 
deseables. Entre los aspectos observables, nosotros ubicamos la opción IRAE-IMEBA, el efecto sobre los 
inmuebles rurales, las inversiones -nos parece que está bien el objetivo que se plantea, pero es muy 
menguado lo que se establece-, los aportes patronales a la Previsión Social, la forma de considerar dentro del 
Impuesto a la Renta los gastos deducibles, el disímil trato de sociedades -acerca de lo que algo ya 
adelantamos- y, por último, el análisis de la presión fiscal. 


En lo que hace la opción IRAE-IMEBA, como ustedes saben, hasta el momento actual existe una opción 
amplia. El contribuyente puede optar por uno u otro impuesto. Indudablemente, estos dos impuestos tienen 
efectos distintos sobre la producción y efectos distintos sobre la recaudación que efectúa el Gobierno. 


El IRAE es un impuesto que refleja las vicisitudes de cada ejercicio de los establecimientos, incluye la 
posibilidad de liquidar el IVA compras que tiene el sector, se ajusta más a la realidad de cada empresa, exige 
un control de gestión mayor con dificultades de documentación. Indudablemente, hay que reconocer el 
entorno en el cual se cumple la actividad agropecuaria. Además, tiene mayores exigencias y un elemento que 
consideramos bastante negativo. Me refiero al hecho de que el resultado fiscal recién se conoce al final y, 
entonces, el productor nunca sabe bien cuál es su situación. Además, tenemos que considerar que el IRAE, 
por la forma de liquidación, implica para el Gobierno mayor costo de administración. A su vez, por las 
características del impuesto, en muchos casos, tiene el peso de reunir más elementos subjetivos para quien 
tiene que analizar una liquidación fiscal. Y es una realidad que quien paga más IRAE -no tanto a quien 
castiga- es aquel que es más eficiente. El que produce más y tiene la mejor relación insumo-producto es el 
que paga más este impuesto. 


Por otro lado, está el IMEBA que se paga por retención cuando se cobra. Es un impuesto de fácil 
recaudación, da seguridad al contribuyente en su situación fiscal, pues en todo momento sabe si está o no al 
día; cuando vende, le hacen la retención. De esa manera, la mayoría de los productores agropecuarios se 
mantiene en una situación conocida con el sector tributario. Pero tiene el costo adicional del IVA. Muchas 
veces, cuando se mira la tasa del IMEBA, se deja de considerar que el contribuyente de este impuesto no 
tiene la posibilidad de descontar IVA, por lo tanto para el Estado significa un ingreso adicional, que es 
importante. 


Como decíamos, tiene un menor costo para el contribuyente y para la Administración. El IMEBA tiene la 
particularidad de que castiga más a quien vende al sector final; o sea, a quien vende a un sector no 
agropecuario, a un sector de industria y comercio. Eso es lo que está más castigado dentro del IMEBA. De 
todas maneras, el funcionamiento de la opción, hasta el día de hoy, no ha presentado problemas en el sentido 
de que ha sido aceptado por el contribuyente y al Estado le significó una recaudación creciente. Ese 
crecimiento que mostrábamos en materia de producción, se reflejó en los números y, además, al Estado le 
implicó un menor costo administrativo de control. 


En este reforma fiscal se establece un tope -que no se define en la ley; lo va a fijar el Poder Ejecutivo-, en 
función del cual quienes están por encima de él, obligatoriamente van a tributar el Impuesto a las Rentas 
Agropecuarias. 


Realmente, nosotros vemos una serie de inconvenientes en la fijación de topes, ya que es difícil fijarlos con 
equidad. Ese es el primer tema. Muchas veces, la equidad queda cuestionada. ¿Por qué el que está un punto 
por debajo de lo que es el tope queda libre y quien está un punto por encima obligatoriamente debe tributar 
un impuesto que se le fija? Se crea una reacción negativa en los administrados, a quienes se les cercena la 
posibilidad de opción. Hay que tomar en cuenta -y esto lo dice el propio Poder Ejecutivo- que generalmente 
los impuestos tienen que reunir condiciones de fácil liquidación y, además, lograr que, voluntariamente, en lo 
posible, el contribuyente tribute sus obligaciones. 


El IMEBA tiene la particularidad de que se recauda en el momento en que el contribuyente tiene dinero; se le 
detrae una parte de su ingreso en el momento en que puede pagar, muchas veces con impuestos cuya 
liquidación queda para el final. En este caso, en la forma como está planteado, se va a dar la situación 


especialmente en el sector criador. En un determinado momento del año es dificil juntar los fondos para pagar 
el impuesto en forma conjunta. El IMEBA soluciona este problema bastante bien. 


Por otro lado, se cercena un derecho que hoy tienen los productores. Por lo tanto, no creo que a quienes les 
afecte la aplicación de ese tope lo reciban de muy buen grado. Hay que tener en cuenta que el Poder 
Ejecutivo planteó -o lo menciona- que pasen a tributar Impuesto a la Renta Agropecuaria, por lo menos, el 
10% o el 12% de los establecimientos. Hoy, rigiendo el aporte voluntario, ya hay más de un 8% de los 
establecimientos que contribuyen a través del Impuesto a la Renta Agropecuaria. Por lo tanto, nos parece que 
si unimos dentro del impuesto la posibilidad de estimular la inversión productiva, fácilmente va a llegarse al 
número al que el Poder Ejecutivo aspira y sin crear ninguna distorsión. Se me podrá decir que hay algunos 
establecimientos que dentro del Impuesto a la Renta van a pagar más y hay otros que van a pagar menos. 
Pero es un poco como señalaba anteriormente. Dentro del IRAE, probablemente, va a pagar más alguien muy 
eficiente y van a pagar menos muchos productores que supuestamente se piensa penalizar con el IRAE y que 
a través del IMEBA tributan mucho más. Ustedes me dirán: ¿por qué esos productores hoy no han optado por 
el Impuesto a la Renta Agropecuaria? No lo han hecho porque prefieren mantener la confianza de que 
permanentemente se encuentran al día con sus obligaciones y no pasar por el proceso que se genera cuando la 
administración tributaria llama a alguien a explicar un impuesto a la renta real. Creo que eso es válido y me 
parece que cumple con el objetivo que se plantea el Gobierno de mantener en crecimiento el sector 
productivo. Por lo tanto, la incorporación de la exigencia debe ser muy medida y los efectos deben ser muy 
controlados. 


El otro elemento a tener en cuenta al fijar topes es que se crean distorsiones. Todos sabemos que cuando hay 
un tope y algún productor, por ejemplo, está asustado porque no quiere pasar al otro sistema, se producen 
distorsiones en los últimos meses del ejercicio. Ya lo hemos vivido en el pasado, cuando rigieron topes. En el 
mes de junio hay gente que deja de vender, lo que genera un efecto en toda la economía; se crea una 
distorsión. De lo único que se preocupa el productor, muchas veces, es de no superar ese tope. Ese es un 
efecto distorsivo que no amerita el logro del objetivo que se plantea con la fijación del tope. Por lo tanto, en 
este caso no parece necesario, de acuerdo con los objetivos planteados. 


Como ustedes sabrán, en la reforma que se plantea se grava por primera vez la renta que se produce en la 
venta de inmuebles rurales. Hasta el presente se entendió que no era conveniente gravar los inmuebles 
rurales. ¿Por qué? El fundamento era -como mencionamos en el primer punto- que es un activo fundamental 
para la empresa agropecuaria y no se incorpora como costo de lo producido. Pero tiene además el 
fundamento de que el inmueble rural, por su trascendencia, no está asociado en nada con lo que es la 
actividad normal de un productor rural. 


Generalmente, el productor nace cuando se establece en un campo, si lo compra o arrienda. Pero la venta de 
un campo es un hecho tan extraordinario en el sector, que provoca una distorsión. En muchos casos se hace la 
venta cuando el productor deja de serlo. Todos sabemos que en los últimos años, la rebaja que se produjo en 
el endeudamiento agropecuario se dio por productores que dejaron de serlo, que vendieron sus campos para 
pagar las deudas. Entonces, parece que no se puede asociar la venta del campo con la actividad agropecuaria 
en sí, y en este proyecto no se hace el distingo. 


Como señalo en el segundo punto, quien lo utiliza para producir es más gravado que aquel que es 
simplemente rentista o propietario; hay diferencia de tasas. Nos parece asombroso que se establezca que 
cuando un productor vende su campo va a pagar un 25% sobre la renta que se produzca, y cuando lo vende 
un rentista o alguien que lo tuvo parado, va a pagar un 10%. Esto parece realmente muy extraño y no sería el 
objetivo que se plantea en el proyecto. 


Por otro lado, si se pretende mantener el impuesto, lo mínimo que se podría establecer es que, por ejemplo, 
quien recaude un monto cuando vende un campo para invertir en otro activo fijo agropecuario, no esté 
gravado, porque esto haría que alguien que está en una zona que a lo mejor no es la adecuada para la 
producción que está realizando y se muda a otra, venda el campo y con lo que reciba no pueda comprar otro 
en un lugar mejor, ya que con la detracción del 25% se liquida. Este es un sistema que existe en algunos 
países vecinos y que creo debe ser tomado en cuenta. 


Por otra parte, en el proyecto de ley se establece que campos que ya están en poder del productor y que se 
venden después de que la ley entre en vigencia, estén gravados con el 25% de la diferencia entre el precio de 
compra y el de venta. Evidentemente, en muchos casos va a ser muy difícil ubicar ese precio de compra. 


Además, muchos establecimientos que han estado cincuenta años en el patrimonio de alguien, por más que se 
ajusten por los coeficientes fiscales que existen, tienen una distorsión absoluta con relación al valor de los 
campos al día de hoy. Por lo tanto, se va a estar gravando una renta que no se produce a partir de la vigencia 
de la ley, que es lo normal cuando se analiza un tributo. No parece adecuado que se grave la diferencia. 


Asimismo, se dice que el Poder Ejecutivo puede fijar un criterio ficto. En esto también se produce un distingo 
con lo que sucede con aquel que no produce en el campo, con el que simplemente lo arrienda o lo tiene para 
paseo. A ese se le fija un sistema que dice que se considera una renta ficta del 15% del valor de venta y está 
gravado con la tasa del 10%. Me parece que lo mínimo para ser equitativos es que el procedimiento por lo 
menos sea el mismo y que en el caso del sector agropecuario se aplique el mismo ficto que establezca la ley, 
como hace con los contribuyentes del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. Creo que aquí hay un algo 
que no cierra. 


Por otra parte, mencionábamos que nos parece correcto que se favorezca la inversión productiva y dentro del 
Impuesto a la Renta se están previendo algunos mecanismos que favorecen directamente la inversión. En ese 
sentido, y como forma de incentivar que la gente tribute por Impuesto a la Renta Agropecuaria, tengamos en 
cuenta la posición de la Asociación Rural del Uruguay, porque a veces se nos menciona ese tema. Nos 
interesa que los establecimientos se tecnifiquen y que tengan sistemas de gestión adecuados y sofisticados. 
Pero nos parece que si se quiere fomentar este tributo, sería importante que se tengan en cuenta otros rubros 
de deducción que no están establecidos, especialmente rubros que son considerados como gastos. Ustedes 
saben que actualmente están contemplados los cultivos anuales, la praderas permanentes, los alambrados, los 
tajamares y los bosques protectores o de rendimiento, que pueden ser bajados como gastos en el Ejercicio. 
Nosotros entendemos que es una buena fórmula, pero no sabemos por qué está limitado a estos rubros y no a 
otros que tienen el mismo efecto, por ejemplo, los pozos de agua, los molinos, las bombas, los comederos y 
los bretes. Son aspectos de efecto similar a los tajamares y a los alambrados. Proponemos que se tome en 
cuenta el hecho de ampliar los rubros. 


El otro aspecto que nos parece muy importante es el de las deducciones incrementadas. Está previsto que 
algunos gastos tecnológicos, por ejemplo, en lo que tiene relación con la calificación con alguna norma 
internacional de un establecimiento, se puedan deducir en un 150%. Nos parece que es un buen mecanismo y, 
a la vez, sugerimos que se incluyan algunos otros elementos. Por ejemplo, nosotros proponemos que se 
agreguen los gastos de adquisición de semen, embriones o reproductores reconocidos como mejoradores, 
semillas etiquetadas, tratamiento de efluentes, laboratorios para inseminación y transplante de embriones. 
Son elementos tecnológicos que favorecen la producción y, por lo tanto, nos parece que sería conveniente que 
tuvieran un tratamiento bonificado. 


Por otro lado, señalamos que por la forma en que está redactado este proyecto de ley, gozar de algunos de 
estos beneficios se hace difícil porque se exigen muchas condicionantes a las que, dificilmente, un productor 
promedio pueda acceder. Se piden certificados, aprobaciones previas que exigen trámites que el productor 
medio no está en condiciones de cumplir. Por lo tanto, nos parece que sería bueno que se analizara con la 
visión global del Estado para fomentar que se produzcan este tipo de inversiones. 


En la ley se prevé un sistema de exoneración por reinversiones, que rigió en el país años atrás y nos parece 
adecuado mantener. Se prevé un máximo del 40% de la renta neta; en el pasado, en algún momento fue hasta 
del 50%, pero creemos que es un sistema interesante. También señalamos que nos parecen demasiado 
restrictivos los artículos del proyecto en este sentido. Sugerimos que se tomen en cuenta y se incorporen otros 
aspectos, especialmente el tema de la electrificación rural. Esto cuesta mucho dinero. Vemos que se prevén 
las comunicaciones, la computación, pero no sé por qué la electrificación está penalizada, así como la 
incorporación de equipos solares u otros medios. 


Por otro lado, está el tema de los aportes previsionales. La ley establece un objetivo de equilibrio horizontal, 
gravando a todos los sectores con la tasa del 7,5% y, además, a sectores que hasta ahora habían estado 
exentos se les grava. Nosotros consideramos que es un retroceso. La industria y el sector agropecuario son 
los sectores que compiten en el exterior. Entonces, la incorporación de un costo adicional parece no tener 
mucho sentido; deteriora la capacidad de competencia. Ese es un aspecto que creo hay que medir y ver los 
efectos que tiene. Entendemos por qué se dice que el sector que trabaja para el mercado interno va a estar 
más gravado, pero me parece que hay aspectos que hacen al país, que justifican el mantenimiento de la 
exoneración. 


Por otro lado, entendemos que en caso de aplicarse en el sector rural, no está dicho; deja al Poder Ejecutivo 
que lo fije. Nos parece que sería conveniente que, existiendo un sistema de aportes rurales fijados por ley en 
el año 1986, que está vigente, la ley dijera expresamente que se aplica en el contexto del aporte unificado a 
través del aporte por hectárea. En este caso, consideramos que socialmente es lo más adecuado para evitar 
problemas, pero consideramos que debería seguir rigiendo la exoneración. 


También tenemos el tema de los gastos que no son deducibles. Evidentemente, el proyecto es muy estricto en 
cuanto a qué gastos pueden ser deducibles y qué gastos no. Establece que aquellos que no están gravados con 
un impuesto del 25%, excepto lo que hace a las retribuciones, no se pueden deducir más que en la proporción 
que estén gravados por el impuesto. Es así -aquí lo señalamos- que un rubro muy importante de gasto dentro 
del sector, que son los arrendamientos, especialmente en el sector agrícola, no se va a poder bajar. La 
mayoría de las veces el que cede el campo no es productor agropecuario. Nosotros estimamos que hay un 
50% de los campos que son cedidos por alguien que no es productor agropecuario. Evidentemente, ahí el 
productor solo va a poder deducir el 40% de lo que invierta en arrendamientos. Yo creo que de todas formas 
se distorsiona el efecto de un impuesto a la renta real. 


SEÑOR GUARINO.- Quisiera que hicieran una aclaración con respecto a que el 50% no serían 
productores agropecuarios sino dueños de tierras, y por lo tanto no se podría descontar esa renta. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Básicamente, lo que está establecido en el proyecto es que quien da la tierra en 
arrendamiento no está gravado con el 25% de impuesto y en el caso del impuesto a la renta de las 
personas físicas, los rentistas o simplemente los tenedores de campos van a estar gravados con el 10%. 
Entonces, lo que se va a deducir son los diez veinticincoavos del gasto. Ahora, no parece muy coherente 
que el precio de un insumo muy importante esté directamente vinculado a cuál es la situación de quien 
da el bien o de quien presta el servicio, muchas veces porque el propio productor ni sabe cuál es la 
situación. Entonces, esto crea lugar a equívoco, distorsiona el precio de ese factor en el mercado y 
realmente nos parece que aleja del concepto de gravar la renta real; ahí se pierde el efecto. 


Hay otros casos que no están incluidos, por ejemplo, el de cualquier servicio que prestara o que vendiera un 
no contribuyente del impuesto a la renta, como puede ser otro productor que, como está gravado por IMEBA 
en el impuesto a la renta no podría bajar el gasto; directamente, no podría considerar ese gasto. Entonces, se 
crea una distorsión que es realmente preocupante y que imagino los señores Diputados analizarán. Creo que 
el efecto más grande se produce con los arrendamientos. 


Evidentemente, en lo que hace al impuesto a la renta, en este proyecto se produce un trato disímil de las 
sociedades. Indudablemente, ya de base se establece que todo tipo de sociedad tiene un tratamiento distinto; 
todo lo que hace está gravado. Esto se destaca especialmente en lo que hace al Impuesto al Patrimonio de las 
sociedades anónimas con acciones al portador y a las sociedades en comandita con acciones al portador, con 
las que se hace el distingo de que están gravadas por el Impuesto al Patrimonio al uno y medio. La 
Asociación Rural del Uruguay siempre mantuvo el principio de que consideraba que era una forma societaria 
aceptada legalmente y que no se debería hacer un distingo. 


Además, se dio la participación de mucha gente en el sector invirtiendo en formas no tradicionales, muchas 
veces en base a confianza. La sociedad anónima con acciones al portador da la posibilidad de que participe 
mucha gente de una forma fácil y que pueda transferir su participación también de una forma sencilla. 
Muchas veces eso ha sido visto con miedo por parte de los inversores del exterior, lo que me parece que no 
corresponde. Lo que estamos haciendo es limitar una fuente de inversiones en el sector, que creo que 
merecería un análisis más profundo. 


Por último, un aspecto que consideramos debe ser tenido en cuenta, es el tema de la presión fiscal. 
Evidentemente, en este caso estamos hablando de los impuestos que recauda la Dirección General 
Impositiva. El sector agropecuario está gravado por muchos impuestos, que son municipales, que tienen una 
influencia decisiva en lo que es la presión del sector y que consideramos que de alguna manera deberían estar 
comprendidos. Hay que tomar en cuenta que algunas de estas tasas e Impuestos, si bien son de recaudación 
municipal, son fijados a nivel nacional por ley. Entonces, nos parece que alguno de estos aspectos debería 
estar contemplado. Está, por ejemplo, el caso del impuesto a la venta de semovientes. Es un impuesto de un 
1% a todas las ventas de semovientes y realmente no lo tiene ningún otro artículo en la economía. Entonces, 


nos parece un distingo que, de alguna manera, debería contemplarse y ver su efecto en la presión fiscal. Por 
esta vía se está afectando el concepto de equidad horizontal de tres sectores. 


Siempre es discutible, pero queremos expresar cómo vemos la evolución de la recaudación tributaria en los 
últimos tres años. Hay que tomar en cuenta que el total de impuestos que está pagando el sector -esto hay que 
tomarlo muy claramente: es lo que paga- era de casi cien millones en 2003 y hoy es de ciento cincuenta y tres 
o de ciento cincuenta y cuatro millones. Ha venido creciendo con el sistema tributario actual. Quiere decir 
que si no hubiese ninguna modificación, hoy el sector ya estaría aportando más de un 3% más que lo que 
aportaba en 2003, y viene creciendo. Esto es lógico. Hay que tomar en cuenta que en 2003 la situación del 
sector era muy mala; evidentemente, a lo largo de estos años ha ido cambiando, pero ha aportado al Erario 
más de lo que venía haciéndolo. 


Por último, queremos analizar cuál es para nosotros el efecto de esta reforma en la presión fiscal. Nosotros 
vemos un primer aspecto. No entramos en la discusión del efecto que va a tener el Impuesto a la Renta sobre 
la actividad productiva. A los efectos de este cuadro, directamente tomamos el camino de decir que se 
mantiene la opción. O sea que la recaudación por concepto de IRAE y de IMEBA se mantuvo constante 
desde el punto de vista del productor. Lo único que incorporamos acá fue el efecto del Impuesto en el caso de 
los arrendamientos, porque evidentemente en esta ley se produce una modificación de su estatus. El impuesto 
a la renta va a tener un efecto sobre los arrendamientos. Incluimos lo que es el efecto sobre el sector; lo 
mismo ocurre con la venta de campos. Nosotros tomamos que normalmente en el Uruguay se venden 
aproximadamente cien mil hectáreas de campo por año. También tomamos que si no se adopta alguna 
decisión con respecto a cómo se computa la renta en el caso de la venta de campos, va a tener un efecto 
aproximado de US$ 12:500.000. Esto hace que, si no hay ningún cambio -estamos considerando el año 2005, 
sin y con reforma- tendrá un efecto de más del 2% sobre el sector. 


Hay que considerar lo que nosotros mencionamos: no tomamos en cuenta que hubiese ninguna modificación 
por el hecho de que productores pasen a tributar Impuesto a la Renta; simplemente, manteniéndose la 
tributación actual sin las extras que se están cargando en el sector. Pensamos que hay una recaudación 
adicional de US$ 36:000.000. Es un mal índice que, en momentos en que un sector se está desarrollando 
bien, aparezcan elementos como estos, que empiecen a distorsionar su entorno. 


Muchas gracias. 


(¡Muy bien!) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido muy clara y extensa la exposición del contador Álvarez. 


SEÑOR MATTOS.- Queremos hacer algunos comentarios o consideraciones finales con relación a la 
extensa exposición que hizo el contador Alvarez. 


Deseamos manifestar una preocupación, como concepto general. Evidentemente, el sector agropecuario, 
como bien explicitó el contador Álvarez, ha tenido un proceso de crecimiento muy intenso en los últimos 
años, lo que ha motivado, además, la generación del desarrollo del resto de la economía. El sector 
agropecuario es el primer eslabón de la generación de producto que posibilita que la cadena del agronegocio 
se desarrolle como uno de los sectores más dinámicos -si no el más dinámico- de la economía nacional. 


Entonces, si no hay una motivación para la generación de la producción del primer eslabón, esto repercute en 
los servicios asociados: la industria y el comercio asociados. Cuando se analiza el producto bruto 
agropecuario, se habla de un 11% o un 12% de la economía, pero ¿cuánto representa el del agronegocio 
nacional? Es de un 35% o 36% de la economía. Por lo tanto, tenemos que agregarle todos los servicios e 
industrias conexas. Si cercenamos la posibilidad de que continúe este vigoroso crecimiento del sector 
agropecuario, evidentemente se van a resentir otros sectores de la economía y lógicamente ello va a 
determinar que el crecimiento general de la economía del país se vea resentido. 


Por lo tanto, como dijimos en la introducción, creo que esta es una oportunidad muy importante para que la 
reforma tributaria apunte, no solo a los aspectos de racionalizar la tributación y de establecer criterios de 
equidad. Como bien decía el contador Álvarez, hay inequidades flagrantes históricas con relación al sector 
agropecuario cuando hablamos del 1% en las ventas de semovientes. Evidentemente, no hay ningún otro 


sector de la economía que tenga una venta bruta, y muchas veces en cascada, porque un mismo animal puede 
ser motivo de tributación en distintas etapas de la comercialización, lo que ha sido fuente de buena 
financiación por parte de los Municipios, pero surge de una ley de carácter nacional. Entonces, en aras de 
equidad, nos parece que deben considerarse algunos impuestos municipales que inciden fuertemente sobre el 
sector. 


El contador Álvarez ya habló del aporte patronal. Nosotros entendemos que estamos en el sector de los 
transables. Como se trata de productos que se generan y compiten en el exterior con fuertes subsidios, con 
dificultades de mercado, pensamos que deberíamos tener una consideración especial. Además, este sector no 
es igual a los demás. El sector sufre, por lo menos, dos factores que otros no sufren: las variables climáticas y 
las vicisitudes sanitarias. Ningún otro sector se perjudica tanto cuando hay una epidemia o un desastre 
climático, como está sucediendo en los departamentos al norte del país. 


Concluyendo, diría que el sector agropecuario presentó un fuerte crecimiento en los últimos años, 
principalmente por varios factores: el acceso a los mercados -que fue condicionado por la mejora de la 
situación sanitaria-, la mejora de la competitividad de forma muy marcada a partir de 2002 -por desgracia, 
por la vía de una muy fuerte devaluación, pero en forma automática tuvimos una mejora de la competitividad 
muy grande por el tipo de cambio- y, además, un flujo de inversiones muy importante de sectores no 
tradicionales de la economía, sectores de inversión que apostaron al sector agropecuario e impulsaron su 
crecimiento. Además, lógicamente encontramos una política de alivio tributario que fue otra de las medidas 
tomadas en la última Administración, cuando el sector cayó en una profunda crisis como consecuencia de la 
aftosa. 


En esos factores que mencioné tenemos dificultades generales. Estamos hablando de una competitividad que 
está siendo afectada por la política monetaria y cambiaria que se ha impulsado y que empezó, como bien se 
dijo, a finales de la Administración anterior. Es decir que hoy el tipo de cambio perjudica la competitividad 
del sector. 


Los costos se han elevado en función de esto y también por el aumento de las tarifas públicas, que están 
incidiendo en ellos 


Felizmente, tenemos un mercado que está demandando producto y cuya condición sanitaria es excelente, 
pero tenemos una perspectiva, como señala el contador Álvarez, de que otro de los factores que determinaron 
el crecimiento puede estar siendo amenazado, en la medida en que vamos a tener un incremento de la presión 
tributaria que representa entre el 23% y el 25%, con relación a la que está vigente por este régimen. 


En esta última gráfica que presentó el contador Álvarez en nombre de la Asociación Rural del Uruguay 
calculamos un aumento en la presión tributaria del 23%, con números conservadores y tomando una serie de 
supuestos que puede haber en función de que no aclara todo el proyecto de ley, puede haber ajustes para 
arriba o para abajo. Imaginemos cuál será la reacción del inversor cuando vea que el sector recibe una fuerte 
carga de presión tributaria. Esto nos preocupa hacia delante. Entre las funciones del legislador está la de 
presentar proyectos de ley que impulsen el desarrollo del país, para que el proyecto de reforma tributaria 
tenga como objetivo estimular las inversiones productivas, la tecnificación de los establecimientos 
agropecuarios y para que el aumento de la carga tributaria no represente un retroceso en el proceso de 
crecimiento y de inversión para el sector. El sector viene creciendo y ello se ve en la tendencia de crecimiento 
del aporte que hace, tal como comprobó la Asociación Rural del Uruguay. Hay más de US$ 20:000.000 
adicionales por concepto de tributos que el propio proceso de crecimiento ha determinado como contribución 
del sector agropecuario al resto de la sociedad, como corresponde. 


Por lo tanto, nuestro llamado a la Comisión y a todos los legisladores es para que atiendan con cuidado la 
opinión de la Asociación Rural del Uruguay y que la tengan en cuenta, sobre todo a la hora de evaluar los 
efectos que puede tener un proyecto que entendemos se puede mejorar. Estamos entregando los materiales 
con las sugerencias para que el impacto no sea negativo para el proceso de crecimiento e inversión y propicie 
que la tecnificación genere una mayor inversión y una mayor producción, lo que va a redundar en una 
multiplicación de los otros sectores de la economía nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin ánimo de coartar la libertad de cada uno de ustedes, voy a exhortar a los 
presentes a que sus formulaciones sean breves, porque hay dos delegaciones esperando, ya que nos 


hemos excedido en el tiempo. 


SEÑOR GUARINO.- Antes que nada, quiero decir que fue muy amplia la explicación que el contador 
Álvarez nos dio y muy rica, con muchos elementos. Seguramente, los compañeros que integran esta 
Comisión la van a estudiar con toda la seriedad que corresponde. Me parece que la reforma no está 
muy alejada del pensamiento de la Asociación Rural del Uruguay. No estamos hablando -por suerte; 
recién lo comentábamos- de detracciones o de altas tasas de crecimiento de la presión impositiva. 
Debemos tener en cuenta que, en términos históricos, este sector ha tenido una presión bastante baja y 
que, en este momento, está creciendo, tal como lo demuestran las cifras iniciales que dio la Asociación 
Rural. Inclusive, comparto el concepto vertido recién por el señor Presidente, en cuanto a que por el 
efecto de encadenamiento del sector y de arrastre a otros sectores de la industria y de los servicios, bien 
vale que la presión tributaria se mantenga lo más baja posible, dentro de las necesidades del conjunto 
de la sociedad. Creo que ese es el pensamiento del equipo económico y del Gobierno. 


Por ese motivo, hoy no hablamos de detracciones -como las que se dan muy cerca de aquí-, sino de procurar 
un sistema con equidad. Sin embargo, hay algunos elementos que afectarían al sector, particularmente el que 
establece que vuelva a contribuir al Banco de Previsión Social, ya que hoy está exonerado. 


En este sentido, debo decir que esta Comisión recibió a una delegación del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, encabezada por el ingeniero Agazzi, quien planteó algunos aspectos que la Cartera 
estaba aportando a la discusión del Poder Ejecutivo. Uno de ellos es que se continúe con el mismo sistema. 
Por supuesto, la ARU reivindica que siga la exoneración y, en caso de que no sea posible, que se establezca 
un sistema similar al anterior. Esa también es la opinión del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
sobre el punto, y la compartimos. Hoy se está aportando un 0,06% por hectárea y por base de prestaciones y 
contribuciones, correspondiente al Banco de Seguros, al IRP y a DISSE. La idea del Ministerio es que esa 
cifra pase al 0,11% y no al 0,15% que regía antes de la exoneración. De modo que aquí también se trata de 
afectar al sector lo menos posible, aunque la intención es que se incorpore a esos aportes, porque se pretende 
que todos los sectores tributen en forma igualitaria al Banco de Previsión Social. 


Otro aspecto clave es el punto de inflexión en el pasaje del IMEBA al IRAE. Según lo que hablamos con la 
delegación del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca -que está estudiando el tema y haciendo las 
simulaciones correspondientes para tratar de que se afecte lo menos posible la competitividad del sector-, se 
estaría manejando una base del entorno de las 1.250 hectáreas de base CONEAT 100, de US$ 100.000 y/o de 
US$ 100.000 de ingreso bruto por empresa para hacer que la opción deje de serlo y se convierta en una 
obligación. De acuerdo con lo que nos expresaban, eso estaría dejando afuera al 90% de los productores 
agropecuarios -mejor dicho, les permitiría optar por seguir tributando por el IMEBA- y solo un 10% de ellos 
tributaría por el IRAE; por supuesto, en ese 10% se encuentran las empresas más grandes. De todas maneras, 
esto no significa -surge de la exposición que hicieron- que vayan a ser perjudicadas en la presión fiscal. Tanto 
es así que el cuadro que nos presentaron no alteraba para nada los conceptos de recaudación por esos 
impuestos. 


También es cierto que se bajaría del 30% al 25% la tasa de lo que hoy es el IRA. Si a esto le sumamos las 
posibilidades de descuentos incentivados o bonificados y de deducciones bonificadas, habría un efecto muy 
importante, que sería favorable a las empresas. 


Otro punto tiene que ver con el IMEST a las frutas y a las verduras. Este tema no fue planteado hoy, pero 
tiene un efecto importante sobre la producción agropecuaria del país, sobre todo para el sector hortícola. La 
propuesta del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca es bajarlo a la tasa mínima del 10%. 


Asimismo, otra de las preocupaciones tiene que ver con el IMESI al vino, que involucra a un sector tan 
importante como la vitivinicultura. La idea es que este impuesto se incorpore en un proceso gradual. 


Quería trasmitir estos conceptos porque representan la posición que nos trasmitió el Ministerio. Por lo tanto, 
el tema está a estudio y creo que es importante que la Asociación Rural del Uruguay incorpore estos 
elementos a su análisis. 


SEÑOR ALONSO.- Voy a confiar a la Comisión que me siento obligado a ser un poco más extenso de 
lo que tenía pensado, en virtud de la exposición que se hizo previamente, porque todos tenemos la 


obligación y el derecho a decir lo que pensamos, y me parece que está bien. 


Quiero decir que voy a hablar en nombre de todo el Partido Nacional. Todos sus sectores opinan exactamente 
lo mismo respecto del tema que nos convoca en la mañana de hoy, en particular, de los efectos del proyecto 
de reforma tributaria sobre el sector agropecuario que está representado por la Asociación Rural del Uruguay. 
El Partido Nacional es unánime en este tema -a diferencia de lo que, sin duda, sucede en la bancada de 
Gobierno, ya que existe más de una propuesta-, lo que facilita la interpretación de las posiciones. 


En la Comisión, hoy tenemos una dificultad: no sabemos si este es el proyecto del Poder Ejecutivo o no. En 
la Comisión tenemos el proyecto del Poder Ejecutivo, y también se han hecho aclaraciones por parte de 
integrantes del Gobierno que van en sentido contrario a lo que establece la iniciativa. 


Pero tomemos como bueno que de lo que se está hablando es lo que motivó la muy buena presentación de la 
Asociación Rural del Uruguay a través del contador Álvarez. Entonces, voy a tomar como base el proyecto 
del Poder Ejecutivo, firmado por todos los Ministros. Todo lo demás estará en el campo de lo posible, entre 
otras cosas, el anuncio que se ha hecho aquí de que se podrían implantar detracciones, lo que para nosotros es 
una novedad. Se trata de una suerte de amenaza velada, en el sentido de "Tomen esto o miren que, si no, les 
pegamos con las detracciones". También en otros casos... 


(Diálogos) 


Es que directamente lo han anunciado. Han dicho: "Aceptan esto o, si no, les enchufamos las 
detracciones". Se ha dicho dos o tres veces. A veces soy un poco duro para entender, pero... 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debemos permitir que cada uno se exprese libremente. Tratemos de evitar los 
diálogos por respeto a las delegaciones que están esperando y, especialmente, a los invitados, que han 
venido a exponer su posición y no a participar de nuestras rencillas internas. 


SEÑOR ALONSO.- Volviendo al planteo formal realizado por el Poder Ejecutivo -en el que no figura 
el tema de las detracciones, pero tomémoslo como un dato de la realidad que parecería que ahora sí se 
está incorporando como amenaza-, creo que merece alguna consideración la presentación que ha hecho 
la visita. 


Queremos ratificar que tenemos la posición contraria a la reincorporación de la tributación del aporte 
patronal por parte del sector agropecuario. Entendemos que esa es una de las decisiones estratégicas que los 
Estados deben tomar, sobre todo, cuando se trata de un sector que, como éste, es altamente generador de 
divisas para Uruguay -porque está volcado sobre todo al mercado exportador-, tiene un gran campo para 
recorrer, en especial en la construcción de las cadenas productivas y, además, explica la mejora en los niveles 
de actividad del país en los últimos tres años, tal como lo ha hecho a lo largo de toda su historia. Por lo tanto, 
no nos parece oportuno. Es más: no nos parece justo que cuando un sector está empezando a sacar la cabeza 
otra vez se le empiece a aplicar criterios de equidad tributaria que los empareja necesariamente hacia abajo. 


También quiero hacer un comentario de los cuadros comparativos en los que se hizo el análisis marginal de la 
presión tributaria sobre el sector en el que -si no me equivoco- exclusivamente estaban tomados en cuenta los 
impuestos directos e indirectos a la producción, pero no se tomó en cuenta un análisis sobre el impacto -que 
es casi imposible de hacer- que puede llegar a tener el impuesto a la venta de la tierra. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- La utilidad que se genera de la venta de campos sí está tomada como lo planteó el 
Poder Ejecutivo, sobre la base de cien mil hectáreas, con un margen de US$ 500 por hectárea. 


SEÑOR ALONSO.- Entonces, voy a hacer una corrección en la apreciación que iba a hacer, porque 
pensaba que no estaba tomada en cuenta. 


Sin duda, estamos frente a una situación de aumento de la carga tributaria, de la presión tributaria sobre el 
sector, que se evalúa en el orden de 23% o 25% -es un 2% sobre el total de la carga-, que se verifica en 


momentos de bonanza históricamente poco reproducibles. Por lo tanto, esta presión se aplica hoy sobre una 
producción que tiene buenos valores y márgenes positivos. Pero nosotros entendemos que los sistemas 
tributarios tienen que estar pensados para contemplar los ciclos y no exclusivamente los momentos en los que 
se está procesando el debate sobre esa reforma. Hay que pensar que, nos guste o no, este tipo de producción y 
la actividad económica en general tienen ciclos de crecimiento y de caída. Y hoy estamos -esperemos que 
todavía estemos- en un proceso de crecimiento, pero no sabemos cuánto tiempo durará. Por lo tanto, se han 
hecho algunas apreciaciones puntuales respecto a la posibilidad de deducir las pérdidas, del tratamiento de las 
reinversiones, del tratamiento de los gastos deducibles que, a nuestro entender, son casi tan importantes como 
la observación relativa al aumento de la carga tributaria por la vía de los aportes patronales. 


Nosotros no estamos conformes con este capítulo de la reforma en especial, y además entendemos que, en 
particular, se desvía de lo que son los objetivos planteados por el Gobierno, en los que básicamente se 
establece como prioritario la promoción de las actividades productivas. 


En el Uruguay, en el que todos vivimos, la primera identificación que se hace a una actividad productiva está 
vinculada con el sector agropecuario. Siempre. Y al sector agropecuario se le aumenta la carga tributaria, la 
carga fiscal, se le impone un ajuste fiscal al alza y va a pagar más impuestos. 


Estamos en contra. 


SEÑOR GUARINO.- Voy a hacer una aclaración breve pero muy firme acerca de la posición de toda la 
bancada aquí presente. 


Me refiero a que en ningún momento se pretendió amenazar ni se está hablando de detracciones, ni por parte 
del equipo económico ni de la bancada. Cuando lo mencionamos, tal vez en forma desafortunada, fue 
precisamente para mostrar que no hay una lejanía muy grande entre el planteo de la Asociación Rural y el 
que propone la reforma tributaria. 


Por lo tanto, quiero dejar bien claro que no se está hablando, que no se está manejando ni en el Poder 
Ejecutivo ni en la bancada parlamentaria la imposición de ningún tipo de detracciones en el sector. 


SEÑOR AMORÍN BATTLE.- Lo primero que voy a aclarar es que no voy a hacer un discurso, porque 
me parece que estas sesiones son para escuchar lo que nos dicen y, en todo caso, para profundizar 
haciendo alguna pregunta. 


Por suerte, en este país somos pocos y nos conocemos. La gente sabe cómo se actúa y lo que se dice, pero 
lamentablemente muchas veces lo que se dice no coincide con cómo se actúa. 


Por otro lado, quiero felicitar al contador Álvarez y a la delegación en general. La exposición que se ha 
hecho, más allá de que pueda haber discrepancias entre algunos de los miembros de esta Comisión con 
relación a ciertos temas, ha sido muy seria y detallada, y casi no hay preguntas. Esto demuestra que la 
claridad con la que expuso el contador Álvarez es importante. 


Me quedó una pregunta pendiente y la voy a formular porque me parece que estas reuniones son para eso. 


Cuando vino el Ministro Astori acompañado por su equipo, personalmente le pregunté cómo era esto de que 
cuando se vende un establecimiento, el productor que trabaja el suyo tiene que pagar un 25% de la diferencia 
entre el precio de compra y el precio de venta. Y si, por el contrario, es una persona que no vive en el campo 
y que lo arrendó o que no lo trabaja, tiene que pagar 10% de la diferencia entre el precio de compra y el de 
venta. El contador Eibe me dijo que, en realidad, no había tal diferencia y que en los hechos no iba a ser muy 
importante, porque la base del cálculo no era la misma. En el caso de la venta por el que no es productor es 
un 10% del total y en el otro caso hay deducciones muy importantes que hace que eso no sea tan así. 


Por lo tanto, solicito directamente al contador Álvarez que me aclare esta situación, ya que el contador Eibe, 
> 

que es un especialista en materia tributaria, dijo exactamente eso, lo que figura en la versión taquigráfica de 

la sesión de esta Comisión a la que vino el Ministro Astori. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Entiendo que lo que mencionó el contador Eibe es, básicamente, que el impuesto 
a la renta de las personas físicas está gravando el incremento patrimonial y directamente se baja. Eso 
es así. 


Ahora bien, lo que sucede es lo que mencionaba al comienzo. El campo en el sector agropecuario es un 
activo muy especial, en el sentido que cuando uno produce un producto no, está incluida en este una 
amortización del campo, sino que el campo se mantiene sin movimiento patrimonial. Cuando se vende, no es 
que se genere una utilidad producto de la actividad agropecuaria, sino que se genera una utilidad real de 
capital. Quiere decir que el efecto para uno y otro es el mismo. El contador Eibe puede decir que si hay 
pérdidas acumuladas las puede deducir de lo que tenga que pagar por la renta que se produce con el campo. 
Pero el hecho es que es un acto independiente, que al producirse genera una utilidad que está gravada con el 
25%. Básicamente, el efecto es disímil en uno o en otro. Si buscamos equidad, ahí no hay. 


SEÑOR POSADA.- En primer lugar, queremos agradecer la excelente presentación que ha hecho la 
delegación de la Asociación Rural del Uruguay. Por cierto, esperamos que a través de la Secretaría de 
la Comisión oportunamente se haga la distribución de esta exposición, que va a contribuir a un mejor 
análisis de esta propuesta del Poder Ejecutivo. 


En líneas generales, compartimos las consideraciones que se plantean, especialmente las que refieren a este 
último aspecto en cuanto al gravamen que se propone con relación a la eventual venta de los inmuebles 
agropecuarios, de la tierra, en definitiva. El país ya ha tenido experiencias en este sentido, que realmente no 
han sido positivas. Creo también que es importante, en la medida que se hacía mención al documento que 
todos los partidos políticos firmamos en la instancia preelectoral, ratificar que las mismas razones que nos 
llevaron a firmar ese documento siguen estando presentes. Estamos absolutamente convencidos de que las 
cosas que allí se decían y a las cuales todos los partidos políticos nos comprometimos, siguen siendo válidas. 
Algunos partidos se deberían interrogar especialmente sobre las consecuencias que tiene la ausencia de una 
política cambiaria o, lo que es lo mismo, una política cambiaria determinada en función de la política 
monetaria que lleva adelante el Banco Central. Yo creo que si se hiciera una pregunta en ese sentido, muchas 
de las cosas que están planteadas acá, deberían ser analizadas bajo otra óptica. No se trata solamente de que 
se plantee una reforma tributaria, sino de lo que se agrega por la reducción de la renta que tiene el sector 
como consecuencia de la clara depreciación del dólar en función de nuestra moneda. 


Por otro lado, me parecía importante señalar -esto no está planteado y, a mi entender, debería ser 
considerado- otra serie de impuestos distorsivos que también tiene el sector, como contribuciones directas o 
indirectas. Me refiero, por ejemplo, a lo que tiene que ver con el INAC o con el INIA que, en un análisis 
global de la imposición del sector, también deberían formar parte de un estudio. En realidad, esta reforma 
tributaria -me parece importante tenerlo presente- solo abarca una tercera parte de los recursos que administra 
la Dirección General Impositiva. Por tanto, una serie de impuestos que tienen verdadera incidencia distorsiva, 
en particular aquellos que están vinculados al uso del combustible para las actividades productivas, no están 
acá y creo que al no considerarse este tipo de impuestos, notoriamente estamos hablando de una cuestión 
bastante más pequeña pero que tiene una incidencia negativa para los sectores productivos, no solo para el 
agropecuario sino para los industriales. 


SEÑOR GARCÍA.- Voy a tratar de ser muy breve. 


Quería hacer una reflexión final, pero primero me voy a referir a un ejemplo al que hizo mención el señor 
Diputado Guarino, respecto a los límites. Como dijo el contador Álvarez, nosotros somos contrarios a los 
límites. Y voy a poner un ejemplo. Se habló de que el límite de las 1.250 hectáreas afectaría solamente a un 
10% de los productores, que son aquellos más grandes. Deseo aclarar que toda la cadena pecuaria empieza 
por el criador, que es el que está en el norte. El basalto abarca entre el 22% y el 25% de nuestro país y esa es 
la zona de cría. Ese productor, que es el primer eslabón de una cadena, prácticamente hoy no contribuye, 
porque si no paga impuesto a la renta y va por la vía del IMEBA, no paga. Cabe acotar que este impuesto se 
paga cuando se vende a final, es decir, a frigoríficos. Sin embargo, ese contribuyente, que es la primera escala 
de la cadena pecuaria, que generalmente está por encima de las 1.250 hectáreas -es muy difícil producir con 
menos de esa superficie en el basalto y desafío a cualquiera; por lo menos quienes producimos en el basalto 
bien lo sabemos- va a tributar algo que hoy no tributa y va a ser muchísimo frente a nada. Entonces, creo que 
ese límite debería tenerse en cuenta. Si no tenemos terneros no hay ganado para exportar. 


Como reflexión final, quiero decir que coincido plenamente con lo manifestado por el señor Diputado 
Posada. Creo que acá estamos encarando una reforma tributaria muy parcial y perdiendo la oportunidad de 
encarar una real reforma. Hoy por hoy, en el sector de la energía, no solo el combustible sino toda la energía - 
y no vale únicamente para el sector agropecuario, sino para toda la industria-, existe una tasa impositiva muy 
alta que, en muchísimos casos -sobre todo en aquellas producciones agropecuarias que necesitan mucha 
energía, mucho combustible, o, en el caso de la lechería, energía eléctrica-, tiene un costo muy alto, porque el 
tributo en la energía es muchísimo, y los saca de competencia antes de empezar. Si queremos tener una 
reforma tributaria seria y profunda digamos: "Señor: usted pague por la energía lo que la energía debe valer. 
Y los tributos los paga por donde debe pagarlos". Pero cuando vemos que la materia prima, el insumo 
principal de muchas de las producciones está tan cargado de tributos como lo está hoy, y que después ese 
impuesto lo exportamos, aunque internacionalmente la política es que no se exporten impuestos, le quitamos 
la posibilidad de producir antes de empezar. 


Creo que lo que dijo el señor Diputado Posada es válido y se debería estudiar en profundidad, que las cosas 


valgan lo que tienen que valer y que se tribute por lo que se tiene que tributar y no que lo saquen del medio 
antes de poder producir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita y queremos decir que ha sido muy esclarecedora 
vuestra exposición y que tomaremos en cuenta los conceptos que nos han dejado para su análisis. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación Rural del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Mutual Uruguaya de Futbolers Profesionales) 


La Comisión de Hacienda da la bienvenida a una delegación integrada por los señores Pablo Fernando 
Hernández Roetti, Raúl Omar Otero Larzábal y por el asesor, doctor Ernesto Liotti. 


SEÑOR LIOTTI.- Quería agradecer a la Comisión por habernos recibido. Sabemos que están bastante 
complicados, pero a la gente de la Mutual le preocupa puntualmente uno de los aspectos de esta 
reforma tributaria y, en función de ello, pedimos ser recibidos. 


Concretamente, a lo que nos vamos a referir es a la derogación del Impuesto a las Transferencias de 
Deportistas. Previo a esto, me gustaría que Pablo Hernández, Directivo de la Mutual, reseñara lo que ha sido 
la vivencia y la realidad del jugador de fútbol y qué poco inciden las ganancias del fútbol en un retorno 
efectivo en beneficio del jugador. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Hoy, en la Mutual, que es la gremial que nuclea a los jugadores, tenemos dos 
problemas que creemos son bastante grandes. Uno es el tema de que una buena cantidad de jugadores, 
entre trescientos y trescientos cincuenta, no poseen vivienda propia, por lo que están alquilando. El 
otro tema es el de la educación que, a posteriori, genera otro, que es el de la inserción laboral a futuro. 
El tema de la educación no es el motivo de esta visita, pero estuvimos hablando con la gente del 
Ministerio de Turismo y Deporte, para buscar la forma de que se implemente la obligatoriedad de que 
los jugadores estudien, porque nos encontramos con el problema de que la gran mayoría de nosotros lo 
que sabemos hacer es esto, y quienes no han tenido la suerte de asegurar su futuro económico y 
después tienen que salir a trabajar, se encuentran a una edad bastante avanzada con que no tienen 
estudios ni posibilidades de insertarse laboralmente. Lo único que saben hacer es el fútbol, pero no 
pueden ejercer como técnicos por los requisitos que se requieren, como el Ciclo Básico, ya que la gran 
mayoría de ellos a lo largo de su carrera dejaron de estudiar. 


Sobre el tema de la vivienda propia, lo que estamos viendo es que con la reforma tributaria uno de los trece o 
catorce impuestos que se deroga es el impuesto a la transferencia de deportistas; se eliminaría el hecho 
generador. Hemos tenido distintas reuniones, tratando de plantear nuestra inquietud y lo que sentimos. 
Realmente, creemos que la derogación de este impuesto es perjudicial, no solo para una gremial de 
futbolistas, sino para el conjunto de la sociedad. ¿Por qué? Por distintos motivos, pero les podría enumerar un 
par. Este impuesto tiene nombre y apellido. Solamente lo están pagando unas pocas personas. Esas pocas 
personas son las que han lucrado con el fútbol, son las que han sangrado al fútbol, porque no hay que ser 
ingeniero para darse cuenta de eso. Tenemos un fútbol cada vez más pobre, con instituciones y jugadores 


cada vez más pobres. Los únicos que se están enriqueciendo son los contratistas. Este impuesto los grava 
directamente a ellos; el resto sigue en la misma miseria. Por ahí se dice que se gravarían las transferencias 
mediante el impuesto a las actividades comerciales, cosa que no creemos que sea posible porque, ¿cómo se 
genera esa renta? Creemos que si no se grava desde el origen la transferencia de deportistas, es decir, el 
hecho generador, intentar gravarlo después, una vez que pasa la primera etapa, como una actividad comercial 
es imposible por distintas circunstancias: desde que los clubes son asociaciones civiles sin fines de lucro, que 
están exentas de pagar impuestos, pasando por un tema tan controvertido como las Sociedades Anónimas 
Financieras de Inversión y extendiéndome un poco más, lo que vendrían a ser las "offshore". Entonces, 
creemos que si no se grava la transferencia, es decir, el hecho generador, como una actividad comercial 
después es imposible hacerlo, porque aun en el supuesto de que se intentara gravar las actividades 
comerciales del club, todos sabemos que es muy fácil inventar e inflar presupuestos, cosa que obviamente 
harían los clubes, para demostrar que nunca obtienen ganancia. 


Por la poca información que poseemos, entendemos que es ilógico que se derogue un impuesto de este tipo. 
Conocemos un pedido de informes que hizo el señor Diputado Vieytes, en el que figura que hasta el año 2003 
se habían recaudado aproximadamente US$ 6:000.000. Por informaciones difundidas en la prensa, nosotros 
creemos que a la fecha son US$ 10:000.000 los que se han recaudado. No entendemos por qué se derogaría 
esto. Les vamos a dejar la cifra en moneda nacional y hasta el 5% que se descuenta para Rentas Generales 
por concepto de administración. 


Es un impuesto que paga poca gente, que está vertiéndose a dos instituciones muy importantes, como la de la 
lucha contra el sida y la de deportes infantiles. Eliminado ese impuesto, deberá ser Rentas Generales la que 
siga acercando dinero a esas instituciones. Entonces, se estaría eliminando un impuesto que pagan pocas 
personas, que han sangrado al fútbol y que lo hicieron pedazos y ese mismo dinero lo empezaría a pagar toda 
una sociedad, saliendo de Rentas Generales. No entiendo el porqué de eso, cuando lo que todos estamos 
buscando es el bienestar de la sociedad en general. 


Entendemos que esto es nocivo, pero no solo para los jugadores, porque nuestra idea no era solo mantener 
esto. La idea es intentar aumentarlo, y que se siga manteniendo. Vuelvo a repetir que entendemos que si no se 
grava la transferencia de futbolistas, como se hace hoy en día, hay muchas formas de evadir el pago de esto. 
Me dijeron que las famosas SAFTI, Sociedades Anónimas Financieras de Inversión, no se van a crear más, 
pero las que ya están, van a durar por diez años. O sea que durante diez años va a existir lo mismo. Además, 
los clubes están exentos de pagar impuestos. 


SEÑOR ASTI.- Quería hacer alguna consideración para que cuando se hagan las otras exposiciones 
podamos conocer la opinión. 


Nosotros no compartimos la idea de que el hecho de se elimine el impuesto signifique que no quede gravado 
y tampoco de que esto vaya al resultado general de los clubes. 


En el literal K) del artículo 17 del proyecto de impuesto a la renta, se establece claramente: "El resultado del 
arrendamiento, uso, cesión de uso o enajenación de derechos federativos, de imagen y similares de 
deportistas". Y en el tercer inciso del artículo 7 del mismo proyecto se dispone: "Las rentas a que refiere el 
literal K) del artículo 17 se considerarán íntegramente de fuente uruguaya, siempre que se cumpla alguna de 
las siguientes condiciones:- A) Que el deportista haya residido en el país en el período inmediato anterior a la 
fecha del arrendamiento, uso, cesión de uso o enajenación en su caso, de acuerdo a lo dispuesto por el 
artículo 14. - B) Que el deportista haya estado inscripto en una entidad deportiva uruguaya, en un lapso no 
inferior a sesenta días, dentro del período a que refiere el literal anterior". Por lo tanto, se refiere a quienes 
intervengan en la intermediación de la cesión de derechos de uso o enajenación de los derechos federativos, 
como entidades no exoneradas del impuesto a la renta. Los clubes sí están exonerados de ese impuesto por 
las actividades que les son propias, pero la cesión de arrendamientos no es inherente a su función cultural y 
deportiva. 


Quería intervenir porque quiero dejar a consideración un tema. Estamos proponiendo al Ministerio de 
Economía y Finanzas que se siga manteniendo a la Asociación Uruguaya de Fútbol en este caso -pero 
también involucrará a la Asociación Uruguaya de Básquetbol- para que sea un agente de retención de un 
porcentaje de la transferencia a cuenta del impuesto. Sería un pago a cuenta del impuesto para asegurarse un 


monto en el momento en que se ceden los derechos y se tenga que enviar el famoso "transfer". Así se podría 
hacer un pago a cuenta de una utilidad que puede ser mayor que lo que grava ese impuesto. 


Por último, la otra aseveración -porque lo ha expresado el Ministro cuando se le hizo la consulta- es que el 
hecho de que la recaudación esté incluida en un impuesto que se vierte a Rentas Generales, de ninguna 
manera implica que los destinos específicos queden anulados. Esa es una aclaración que el Ministro ya ha 
hecho; los destinos para el fútbol juvenil y para la lucha contra el sida se van a conservar en el Presupuesto 
Nacional. 


SEÑOR LIOTTI.- Quiero hacer un par de aclaraciones con relación a lo que dice el señor Diputado 
Asti. 


En primer lugar, a nuestro juicio -estuvimos estudiando un poco esta reforma- no surge claramente del texto 
legal quién es el sujeto pasivo de la transferencia. Se determina la renta bruta, pero no surge el sujeto pasivo. 
A nuestro juicio, esto queda en un limbo jurídico que podría ser la institución o el contratista. Lo que más nos 
preocupa en este caso es que el contratista, que es quien articula como mero intermediario, no realizando 
ningún tipo de inversión, en general no figura en los contratos de transferencias. Él hace el "by-pass", pero no 
figura en el contrato. Entonces, quien obtendría la mayor ganancia sería el que está exento del pago de este 
tributo. 


En segundo término, el Impuesto a las Transferencias es neto; no se hacen deducciones sobre él, lo que sí 
ocurre con las rentas. Lo que sucede es que la renta que produce la venta de un deportista tendrá todas las 
deducciones de los gastos de una institución deportiva. El hecho generador de la transferencia deportiva no 
va a recibirlas. 


El destino que sí está previsto a título legal por el artículo 575 de la Ley N* 17.296, es el fondo de lucha 
contra el sida y el Ministerio de Deporte, con destino a actividades infantiles. En mi humilde opinión jurídica, 
el destino tiene que ser previsto en la ley a texto expreso. De lo contrario, el destino no existirá. Lo recaudado 
irá a Rentas Generales y quedará al criterio de la Administración de turno. Quizás el Ministro de Economía y 
Finanzas tenga la voluntad de hacerlo, pero tal vez mañana no pueda porque deba asignar más rubros de 
Rentas Generales a otras áreas y puede ocurrir que en futuras Administraciones no interese hacer estos 
aportes. 


Pero, ¿por qué nos preocupaba mantener este impuesto? La Mutual no solo pretendía mantener este 
impuesto, sino llevarlo a lo que es la tasa máxima legal que permite la Ley N* 17.296 del 10%. Esa tasa tuvo 
media sanción para ser llevada al 10%, pero faltó la aprobación en el Senado. Entonces, hoy está rigiendo el 
5%. 


En función de lo que planteaba el señor Hernández, en el sentido de que quien realmente genera esta riqueza 
es el futbolista y no ve un eficaz retorno del Impuesto en su beneficio -desde ningún punto de vista y en 
ningún aspecto, cuando hoy sabemos que cada cien futbolistas, uno soluciona su situación económica 
yéndose al exterior y el resto padece graves problemas de vivienda, cobertura médica para él y su familia, 
además de problemas laborales, etcétera-, lo que se pretende es, no solo solicitar que no se derogue este 
Impuesto, sino que este sea llevado a la tasa máxima legal permitida por el artículo 575 de la Ley N* 17.296 y 
que el plus de ese incremento sea destinado a planes de vivienda para los futbolistas y sus familias y para su 
cobertura médica. Esto se plantea por una razón lógica: el Impuesto estaría en una mínima parte retornando a 
quien lo genera, que es el futbolista. Entonces, nos parece de estricta justicia, no solo que se mantenga para 
preservar con certeza el Fondo de lucha contra el sida, dado su origen legal, sino que creemos que es de los 
pocos recursos con los que cuenta ese Fondo, si no el único, y el único que financia las actividades infantiles. 
Si a esto agregamos que nada hasta el momento retorna al futbolista, sería buena cosa incrementar esa tasa a 
un 10% -porque hubo voluntad política para hacerlo en algún momento? y que ese plus sea destinado a 
planes de vivienda y cobertura médica de los futbolistas. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Solo quiero recalcar lo que dijo el señor Liotti al principio de su alocución. 


En este momento, lo que sabemos a ciencia cierta es que se deroga el Impuesto a las Transferencias. No 
sabemos de dónde salen los fondos para el sida ni para ONFI. El Ministro Astori propone una reforma 
tributaria en la que tiene la intención de seguir manteniendo los fondos y volcarlos a su destino. Tiene la 


intención; ahora, como bien se dijo, si mañana el Ministro no puede, no hay nada que lo ate a esa obligación. 
Hoy sí está obligado, cosa que no acontecería en el futuro. 


Con relación a lo que decía el señor Diputado Asti, quiero hacer una consulta, porque creo que ignoro la 
información pertinente. ¿Lo que viene con la reforma tributaria sería que los clubes, asociaciones civiles sin 
fines de lucro, sí comenzarían a pagar el impuesto a la renta? Entonces, no tendrán cómo gravar esas 
transferencias. Si los clubes continúan sin pagar renta a las actividades comerciales, porque son asociaciones 
civiles sin fines de lucro, y aparte tenemos una modalidad de sociedad anónima que financia la inversión que 
paga un mínimo por impuesto a la renta... 


(Interrupción del señor Representante Asti) 


Le digo lo que entiendo señor Diputado Asti y por eso lo miraba. Hay mucha información que 
desconozco y de ahí mi pregunta. 


Entonces, salvo que se me demuestre lo contrario -no soy una persona necia ni nada que se le parezca; soy 
una persona bastante abierta a escuchar toda la información-, entiendo que hay muchas formas de evadir en 
esa actividad comercial; sin embargo hoy se está gravando y no hay forma de evadir. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Agradezco la presencia de la delegación. 


Indudablemente, cuando la propuesta de derogar un impuesto viene del Gobierno, es muy difícil para un 
legislador levantar la voz a favor de mantenerlo, porque creemos que la economía en general debe ir bajando 
su presión fiscal. En este caso, ustedes vienen a pedir que se mantenga el impuesto. También fui legislador 
durante el Período pasado, cuando se implantó este impuesto. Ya hacía tiempo -vamos a hacer justicia; tal vez 
esto también lo diga el señor Diputado Posada en su intervención- que el señor ex Diputado Falero tenía una 
idea en ese sentido y había hecho comparaciones con Argentina y con otros países que tenían un impuesto de 
este tipo. Después, cuando el Ministro de Deporte y Juventud era el actual señor Diputado Trobo, se 
perfeccionó una primera instancia del primer tributo que salió, que era del 5%. No solo estaban en contra de 
la medida los clubes y la Asociación Uruguaya de Fútbol, sino la Mutual de jugadores. 


(Diálogos) 


——Y salió lo mismo. No, no. Sé que todos cambiamos; lo que estoy diciendo es que en ese momento 
ustedes estaban en contra 


De todos modos, el proyecto para establecer un impuesto del 5% fue aprobado. También fue votado por el 
Senado y, en consecuencia, se hizo ley y se empezó a aplicar. 


La recaudación no fue mala. No sé por qué ahora, en un informe del Gobierno, se establece que la 
recaudación asciende a US$ 700.000; para nosotros, se recaudaba más de US$ 1:000.000 anuales, pero, 
bueno... 


Más adelante, en ese mismo Período legislativo, el pasado, la Cámara de Diputados analizó subir el impuesto 
al 10% y aprobó una iniciativa en ese sentido. Lo hicimos porque creíamos que los fines del tributo eran muy 
importantes; me refiero a la lucha contra el sida y al fomento del deporte en general a través del Ministerio, 
de las plazas de deportes, de los niños, etcétera. El dinero se lo retraíamos -como ustedes han dicho-, más que 
nada, al contratista. A lo mejor, el club se veía afectado; no digo que no fuera así. Tal vez, el contratista, que 
nunca quiere perder, le dijera al club que tenía que pagar el impuesto. La intención era retraérselo a él. Yo 
digo que hay que cobrar los impuestos a quien está ganando, a quien está contento en el momento en el que 
tiene su dinero. En general, cuando sale un pase al exterior está en juego una buena cantidad de dinero. 
Entonces, ese es un buen momento para que el Estado cobre ese impuesto para volcarlo a los diferentes fines 
sociales. Es un bueno momento para que el Estado diga: "De tu alegría y de tu ganancia vamos a dejar un 
poquito para la sociedad". En ese sentido, lo veíamos muy bien. 


Sin embargo, en el Senado esa propuesta no tuvo éxito. No lo tuvo porque quienes son hoy Gobierno en 
aquel momento se opusieron. Concretamente, el contador Astori, entre otros, fue uno de los que se opuso a la 
suba del 5% al 10%. Lo menciono a él porque en su momento se opuso al aumento y hoy, como Ministro de 


Economía y Finanzas, propone derogar el impuesto. Además, ustedes aseveran que derogar este impuesto 
favorece a tres o a cuatro personas. Entonces, no adjudico intenciones, pero ato las cosas que sucedieron en el 
transcurso del tiempo. Entonces, quien se opuso a subir el impuesto al 10% es hoy quien lo deroga. Digo esto 
para tener las cosas claras; la historia hay que conocerla en general. 


Ustedes han dicho que este impuesto se va a derogar, pero no han hecho referencia a que los jugadores van a 
pagar más. Los jugadores deberán pagar impuesto a la renta sobre lo que ganan realmente y sobre la 
comisión que les toque en la venta. Creí que también iban a mencionar los aspectos de este ajuste fiscal que 
perjudican a la Mutual -porque este es un ajuste fiscal; vamos a recaudar más impuestos-, pero ustedes 
centraron su exposición en el impuesto a las transferencias; está bien. Sé que hay jugadores de fútbol que 
ganan $ 2.000 o menos, pero hay otros que tienen un ingreso mediano y, en consecuencia, deberán pagar 
impuesto a la renta como cualquier otra persona. También van a tener que pagar cuando los transfieran. No sé 
cuánto le corresponde al jugador en la negociación -creo que se ha hablado de un 20% -, pero sobre esa parte 
de la transferencia deberá pagar, tal como está establecido. 


Recibimos con mucha atención el planteo de la Mutual. Reitero que fuimos y seguimos siendo partidarios de 
este impuesto. En el transcurso de la discusión parlamentaria veremos si la abrumadora mayoría que tiene el 
Gobierno prima o no. Nosotros quisiéramos que este impuesto siguiera vigente, que se elevara a un 10% -tal 
como propusimos antes y como ustedes plantean ahora- y que tuviera destinos específicos. Pensamos que 
deberían mantenerse los mismos fines que tiene ahora, entre ellos, la lucha contra el sida. Tal vez el 
incremento habría que dárselo en mayor medida al deporte. En su época, algunos deportistas decían que si el 
dinero salía mayoritariamente del fútbol -sabemos que casi no existen pases de basquetbolistas, ciclistas o 
atletas-, había que volcárselo al fútbol. Nosotros creemos que debe volcarse al deporte en general -fútbol, 
atletismo- a través del Ministerio de Turismo y Deporte; pensamos que el destino que tiene es bueno, aunque 
podemos estudiar alguna otra cosa si es que lo aumentamos. 


No sé si ustedes habían reparado en que en este caso los jugadores de fútbol van a tributar más. Por eso dejo 
el tema arriba de la mesa para que lo analicen en profundidad. 


SEÑOR POSADA.- Recién se hacía referencia al antecedente de este impuesto. Como bien se decía, es 
cierto que esta fue una iniciativa del entonces señor Diputado Falero, perteneciente a nuestro Partido 
político; inclusive, trabajamos juntos en su formulación. Recuerdo que el hecho de haberlo diseñado de 
esa manera se debió a que las especiales características que tenía hacían que no pudiera considerarse 
como un impuesto a la renta de industria y comercio. Creo que es notoria la intención del Gobierno de 
incorporarlo al impuesto a la renta de las actividades económicas, pero advierto -como bien señalaba el 
doctor Liotti- las dificultades que existen para que se pueda establecer realmente e identificar en forma 
exacta quién es el sujeto pasivo. Y si no se puede identificar el sujeto pasivo, vamos a tener una gran 
dificultad a la hora de la percepción. Por lo tanto, me parece que este tema merece ser analizado con 
detenimiento. 


En realidad, este proyecto fue presentado en la Legislatura de 1995 a 2000. En la Legislatura pasada se 
incorporó en la instancia del Presupuesto, a raíz de un planteo del Senador Carlos Julio Pereyra. 
Posteriormente tuvimos una instancia de modificación y salió aprobado de la Cámara de Diputados el 
incremento al 10%. 


Un aspecto importante que figuraba en ese proyecto era que se designaba a la AUF como un agente de 
retención para que fuera verdaderamente efectivo. En aquel momento recibimos a delegaciones de los clubes, 
al Presidente de la Asociación Uruguaya de Fútbol y a la Mutual de jugadores de fútbol, cuya anterior 
directiva -como bien señalaba el señor Diputado González Álvarez- se oponía a este impuesto. 


Me parece que el planteo amerita ser considerado y, sobre todo, que el Ministerio de Economía y Finanzas 
aclare efectivamente cómo va a establecer la identificación del sujeto pasivo de este impuesto. Digo esto 
porque, de lo contrario, podríamos establecer y claramente identificar el hecho que termina siendo el 
generador del impuesto o, mejor dicho, la actividad que termina siendo objeto de renta, pero si no hay un 
sujeto pasivo que se pueda identificar, difícilmente se va a poder percibir. Por lo tanto, creo que esto debe ser 
analizado con el detenimiento que ustedes nos están planteando. 


Tomamos su planteo para tenerlo presente en la instancia que nos concedió el Ministro de Economía y 
Finanzas para analizar el proyecto de reforma tributaria. 


SEÑOR ASTI.- Quiero aclarar que en ningún momento pretendí descalificar la capacidad de los 
visitantes para entender el tema. Lo que sucede es que mezclar el tema de las SAFT con el de los 
jugadores es mucho más complejo. En primer lugar, las SAFI no pueden tener actividad en el país, 
aunque obviamente puede utilizarse una para realizar pases al exterior; pero eso se hace con cualquier 
régimen, no necesariamente por este tema. Por eso dije que no mezcláramos el tema de las SAFTI, 
porque se termina complicando todo. 


No es este el ámbito para realizar apreciaciones políticas, pero como se hacen, no tenemos más remedio que 
contestarlas. 


Este impuesto se deroga conjuntamente con una cantidad de impuestos que fueron creados en forma no 
sistemática en los últimos años. Esto se hace, precisamente, para tratar de racionalizar el sistema tributario y 
no crear un impuesto para cada actividad, sino englobar en los impuestos a la renta de las personas físicas o a 
las actividades empresariales todas las actividades que generen rentas. Se elimina, entre otras cosas, el 
concepto de combinación de capital y trabajo para las rentas empresariales; por lo tanto, cualquier actividad 
que genere renta, tenga o no tenga asociado capital y trabajo, queda incluida o bien en el impuesto a la renta 
de las personas físicas o en el impuesto a la renta de las empresas. 


En cuanto a los clubes, quiero señalar que por interpretación de la norma constitucional se les ha extendido la 
exoneración como actividad educativa. La Constitución no lo dice expresamente, pero por ley se ha 
extendido ese concepto. El artículo 54 de este proyecto de reforma aclara expresamente que las 
exoneraciones de que gozaren por leyes vigentes las sociedades y demás entidades, regirán para las rentas 
que no estén directamente relacionadas con sus fines específicos. 


Vuelvo a reiterar que de la misma manera que estamos proponiendo que se designe como agente de retención 
a la Asociación Uruguaya de Fútbol o a la asociación que intervenga en el pase de un deportista, podemos 
precisar el sujeto pasivo y también precisar más los términos. Pero entendemos claramente que con este 
artículo no es una actividad específica de un club deportivo que está exonerado obtener una renta que está 
gravada en general por la cesión o arrendamiento de derechos federativos de un jugador. 


Compartimos la posibilidad de que sea designado un agente de retención y poder especificarlo. Quizás el 
Poder Ejecutivo esté pensando solucionar este tema a partir de la reglamentación. 


En cuanto a la consideración política que quería hacer, quiero señalar que se trató de vincular a la posición 
actual del señor Ministro un voto anterior. Creo que cuando se derogan los impuestos se procura hacer más 
eficiente el sistema. El Ministro ha reiterado, más que nada desde el punto de vista presupuestal que 
tributario, que quiere que cada ingreso tenga su destino específico. Los ingresos necesariamente tienen que 
tener una generalidad y hay que especificar los destinos por ley, para que todos sepamos cuánto realmente 
estamos aportando para cada una de las actividades sobre las que recaen dineros provenientes de un ingreso 
público. 


Por lo tanto, no atemos una cosa con la otra. Ese es uno de los cambios que se intentó introducir en el 
Presupuesto, que se seguirá intentando introducir en el futuro en las próximas Rendiciones de Cuentas. 
Obviamente, estaremos reclamando que, recaudados estos impuestos, los destinos específicos del dinero 
resultante, tanto el sida como el fútbol infantil, tengan su propia normativa legal a fin de efectivizar el aporte. 


Vuelvo a reiterar que no debemos atar ingresos con destinos porque creo no le hace bien a la transparencia 
del sistema presupuestal uruguayo. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Agradezco al señor Diputado Asti que me haya explicado un poco más la 
situación, pero todavía me sigue sin quedar claro cómo determinamos el sujeto pasivo. Como bien 
manifestó el señor Diputado, eso no está determinado. Además, se hizo referencia a un pasaje de la 
reforma tributaria que menciona que se gravarían las rentas en lo que tiene que ver con las actividades 
específicas de esa institución, aun si fueran sin fines de lucro. 


Nosotros, hoy en día -sé que es un tema que nos les incumbe; es una problemática nuestra-, estamos tratando 
de lidiar con la poca credibilidad de la AUF. Por eso, creo que no es muy compatible que se siga teniendo 
como agente de retención a la Asociación Uruguaya de Fútbol, menos aún con las declaraciones que ha hecho 
el Ministro de Turismo y Deporte, señor Lescano, quien dijo que habría que darle un baño de agua y jabón al 
fútbol. Creemos que si se quiere más credibilidad por parte del Gobierno, como se ha manifestado 
públicamente, el agente de retención debería ser el Estado. Aún así, repito: hay muchas formas de hacerlo, y 
si no se grava desde el origen, desde lo que yo entiendo es la raíz de la transferencia del futbolista, una vez 
que pasa esa primera instancia, queda en un limbo en el cual es difícil gravar la actividad. Los clubes pueden 
inflar sus gastos, como lo puede hacer una empresa particular, las actividades comerciales disminuirían, la 
renta disminuiría y el pago del impuesto quedaría muy exiguo. 


Vuelvo a repetir que no creo que esta sea la solución cuando estamos gravando a tres o cuatros personas con 
nombre y apellido; de esta otra manera, estamos ante una voluntad del Ministro de Economía y Finanzas de 
mantener los ingresos; hoy es una voluntad; mañana puede no serlo. No lo sabemos. En cambio, lo que está 
escrito, está escrito. Y si se borra, hay que volver a escribir o no, pero hoy ya lo tenemos. 


Entendemos que eso no es conveniente, porque hay muchas situaciones que nosotros manejamos por una 
simple cuestión de que convivimos con ello y, como cualquier persona, nos hacemos expertos en el tema. Si 
un futbolista queda en libertad de acción, automáticamente no hay renta. 


Por eso, a nuestro humilde parecer, no es conveniente que esto sea derogado, no solo para el sida, para ONFI, 
para el Ministerio de Deportes, para los futbolistas, sino para la sociedad en general, porque pasarían a 
tributar todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación y las opiniones vertidas. 


(Se retira de Sala la delegación de la Mutual Uruguaya de Futbolers Profesionales) 


(Ingresa a Sala una delegación del Servicio Mutuo de Asistencia Social para funcionarios y ex funcionarios 
de ANTEL) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda da la bienvenida a las señoras María Soledad 
Uriarte, Virginia Boces Cabrera e Inés Lesna y al señor Alberto Gabriel López. 


Dejamos constancia de que en estos días nos han visitado muchas delegaciones para exponer el mismo tema 
que seguramente ustedes van a desarrollar hoy. Por lo tanto, el planteo general ya ha sido formulado y les 
pedimos que se remitan específicamente al punto concreto de vuestra organización. Inclusive, la doctora 
Uriarte, en una visita anterior, nos ha dejado bastante clarificado el problema. 


SEÑORA URIARTE.- En primer lugar, agradezco a la Comisión por habernos recibido. 


A los efectos de no ser reiterativa, me voy a remitir en su totalidad al informe presentado cuando vino el 
Fondo Complementario de CAFUCA, creo que el 3 de mayo. 


No obstante, consideramos que hay determinadas particularidades que el Fondo Complementario de 
SEMUANTEL tiene que resaltar, a efectos del impacto que puede tener el proyecto de reforma en dicho 
Fondo. 


En primer lugar, queremos destacar que, a diferencia de CAFUCA y de otros fondos complementarios, éste 
tiene un régimen de ahorro individual, similar al fondo del Palacio Legislativo. 


En segundo término, otra particularidad a destacar es que cuando el trabajador retira el complemento, retira el 
capital. Es decir que va a retirar el saldo de su cuenta individual, en un pago fijo. Esto nos importa en cuanto 
al impacto que puede tener el proyecto en el impuesto a la renta de las personas físicas. 


En cuanto a la atribución temporal, según el artículo 31 del proyecto, se prevé la posibilidad de imputarse en 
tantos ejercicios como se hubiera requerido para su devengamiento, con un máximo de tres. Para el caso 
justamente de SEMUANTEL que da una prestación consistente en el pago de un capital al momento de la 


jubilación y no un pago mensual vitalicio, esto es muy importante. Para esto creemos que debería 
flexibilizarse la norma del artículo 31, considerando que el lapso de generación del derecho de esta suma de 
dinero son muchos años. Y acá estamos hablando de que este aporte se va a hacer en un período de no más de 
tres años, de acuerdo con lo que está previsto en el proyecto. 


Nosotros sugerimos que alternativamente podría fijarse una alícuota única -es una opción- por ejemplo, el 
10% previsto por rentas categoría 1, que podría ser rendimiento de capital y rentas imputadas en el 

artículo 26. Otra opción es aumentar los tres años que se establecen en el artículo 31. En caso contrario, 
consideramos que el afiliado, cuando cobre el complemento, que será en un pago único, lo más seguro es que 
se encuentre dentro de la categoría máxima de aportación. Por lo tanto, deberá aportar el 25% por este 
impuesto a la renta de las personas físicas. Es la particularidad que queríamos resaltar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me acotaba el señor Diputado Posada que estuvo el doctor Saldain, quien 
también nos había ilustrado sobre el tema. 


Si no hay más comentarios, la Comisión de Hacienda agradece la visita de la delegación y debatirá lo 
planteado por ustedes. 


(Se levanta la reunión) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


